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SEÑOR PRESIDENTE (Marne Osorio Lima).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


Antes de recibir a la delegación del Ministerio de Educación y Cultura, que nos 
visitará en el día de hoy, vamos a considerar algunos temas, que teníamos previsto 
informar, con respecto a una agenda que tuvimos en Brasilia, a donde acudimos con una 
delegación de tres legisladores, con el secretario de la Comisión, la diputada Lucía 
Etcheverry, la diputada Valentina Dos Santos y quien habla. Cumplimos con una agenda 
muy rica, a partir de un trabajo muy profesional de nuestro embajador Guillermo Valles, 
quien no solamente la preparó, sino que le puso mucho contenido y nos acompañó en 
todas las actividades. 


En esa oportunidad, además de constituir formalmente el grupo de amistad con los 
diputados federales y los senadores de Brasil, estuvimos abordando algunos temas de 
interés común de la agenda, y dejamos confirmada la fecha para realizar el evento en el 
Uruguay, que sería los días 7 y 8 de agosto, al que acudirá la delegación de legisladores 
de Brasil. Allí se constituiría formalmente el grupo de amistad Uruguay- Brasil, y 
generaríamos una agenda para los legisladores brasileños, con algunos ámbitos 
institucionales nuestros: las Presidencias de ambas Cámaras, las autoridades del 
Parlamento Latinoamericano, que forman parte de nuestro Parlamento -porque Brasil en 
el momento no tiene una participación muy activa en el Parlatino, y es de interés de esta 
institución que se involucre-, y nuestra Cancillería. La idea es identificar un ámbito de 
diálogo para seguir abordando algunos temas, que ya están en la agenda bilateral, y 
otros que seguramente podremos estar incluyendo. 


A propósito de eso, queríamos proponer a esta Comisión cursar una invitación a la 
Cancillería a los efectos de que concurra a este ámbito para informarnos en qué situación 
está la agenda bilateral con Brasil que es muy relevante -nuestro embajador hizo mucho 
énfasis en ella- desde el punto de vista económico, comercial, y hoy también tiene 
muchos contenidos a nivel de franja de frontera, con muchas intervenciones en materia 
de infraestructura. 


Como el ámbito institucional, que es la Reunión de Alto Nivel (RAN) -que fue creado 
en el año 2002 y venía sesionando casi anualmente, con una agenda muy rica-, no ha 
sido convocada desde el año 2006, creemos que sería bien oportuno conocer la postura 
de nuestra Cancillería referente a esa agenda y a la posibilidad de ser convocada a la 
Reunión de Alto Nivel. En esta instancia, tendría un actor institucional -que nunca ví en 
las RAN bilaterales en las que participaba desde el ámbito de los gobiernos del territorio, 
los gobiernos departamentales- que es el ámbito legislativo. Entonces, creo que sería 
bien enriquecedor que pudiésemos tener esa participación en esa agenda. 


Concretamente propongo a la Comisión invitar a la Cancillería a que concurra para 
abordar ese tema. 


SEÑOR REPRESENTANTE VIERA DÍAZ (Nicolás).- Comparto plenamente sus 
palabras. Creo que es sumamente necesario todo lo que ayude a avanzar en una agenda 
bilateral, en la materia que se requiera, con las naciones hermanas y con los países 
vecinos. 


Me arriesgo a proponer que se incorpore a la agenda del grupo de amistad -con 
relación a lo que decía el presidente sobre el Parlamento Latinoamericano- al Parlamento 
del Mercosur porque, más allá de que Brasil es un miembro activo, la Presidencia del 
Parlasur está en manos de Uruguay. Por tanto, me parece que sería importante coordinar 
con el diputado Mario Colman, quien actualmente preside ese organismo; me parece que 
esto siempre suma. 
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En definitiva, en materia de actividad y de impronta de esta Comisión, debería ser 
una prioridad concretar todos los ámbitos posibles; creo que estamos en condiciones de 
avanzar en ese sentido. 


Más allá de que es a usted a quien corresponde llevar adelante este esquema de 
trabajo, señor presidente, creo que no podría quedar fuera de estas actividades el 
presidente de la Cámara, a fin de dar un respaldo institucional a la Comisión y al trabajo 
que desde aquí emprendamos. 


Hago estos aportes, respaldando la idea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo, estaríamos encomendando a la secretaría 
cursar invitación a la Cancillería para que concurra a la Comisión a los efectos de 
informar la agenda bilateral con Brasil, en términos generales; oportunamente podremos 
entrar en mayores detalles. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la propuesta realizada. 

(Se vota) 

———Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 

Dese cuenta de los asuntos entrados que han sido repartidos por secretaría. 


1) ACUERDO DE IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO DE PARÍS CON LA 
CONFEDERACIÓN SUIZA. Aprobación. C/3728/2023. 2) El Consejo Causa Armenia del 
Uruguay remite Boletín Julio 2023. (05- 07- 23). 3) La Embajada de Rusia en Uruguay 
remite Carta 712 de Declaración en relación con la profanación del Corán, con la 
connivencia de las autoridades del Reino de Suecia. (07- 07- 23). 4) La Embajada de 
Chile en Uruguay remite Nota con la nómina de los integrantes del Grupo 
Interparlamentario Binacional Chileno- Uruguayo. (10- 07- 23)-. 


(Ingresan a sala autoridades del Ministerio de Educación y Cultura) 


——-La Comisión da la bienvenida al señor ministro de Educación y Cultura, doctor 
Pablo da Silveira; al señor director de la Comisión de Patrimonio Cultural de la Nación, 
arquitecto William Rey Ashfield, y al doctor Jorge Silveira. 


Cedemos la palabra al diputado Nicolás Viera, quien ha tenido la iniciativa de 
cursarles la invitación, para considerar el proyecto de ley relativo a: "Convención de la 
Unesco para la Protección del Patrimonio Subacuático. (Aprobación)". 


SEÑOR REPRESENTANTE VIERA DÍAZ (Nicolás).- Saludo y doy la bienvenida al 
señor ministro de Educación y Cultura, doctor Pablo da Silveira, al arquitecto William Rey 
y al doctor Jorge Silveira. En verdad es un verdadero placer que estén presentes en este 
ámbito ante un tema tan importante. 


Quisiera hacer una breve historia de cómo venimos abordando este asunto. 


Hace un par de semanas recibimos este proyecto, proveniente del Senado. En el 
trabajo parlamentario en este ámbito, con la ayuda de la secretaría, nos distribuimos los 
diferentes proyectos a informar y yo tomé el que estamos abordando hoy. Nos 
encontramos con que hay vasta cantidad de información y de temas jurídicos, que nos 
interesa considerar, particularmente. Nos parece que no se trata de un proyecto que se 
pueda informar de un día para el otro para que pase, sino que requiere de determinado 
estudio de esta Comisión. 


Hemos visto elementos que llevan, por lo menos, a establecer alguna respuesta 
sobre dudas que eventualmente puedan surgir. También debo decir que hemos 
encontrado en las autoridades de la Comisión de Patrimonio Cultural de la Nación, tanto 
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del arquitecto William Rey, como de la arqueóloga Elianne Martínez, una excelente 
recepción para intercambiar ideas, cosa que ya hemos hecho. En función de la 
conversación que mantuvimos, decidimos iniciar esta ronda de intercambio con 
determinadas instituciones y personas que puedan aportar en el sentido de dar una visión 
global al proyecto. 


Por esa razón es que se cursó esta invitación al señor ministro -nos alegra 
muchísimo que haya podido acudir- para intercambiar sobre lo que nos quieran informar 
sobre este proyecto y, obviamente, responder algunas preguntas que, si la respuesta no 
surge de la exposición, haremos a continuación. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Es un gusto estar presentes 
una vez más en una comisión parlamentaria en este intercambio tan fructífero en el 
proceso de legislación, entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Tenemos perfectamente 
claro que quienes legislan son ustedes, no nosotros, pero nos alegra ser convocados a 
participar del proceso de decisión legislativa. 


Quiero excusarme de antemano porque debo estar en otra Comisión del Senado a 
la hora 14 y 30, de modo que si esta conversación se extiende un poco, deberé retirarme, 
pero se quedará el resto de la delegación para continuar con el intercambio de ideas. 


Este acuerdo de la Unesco refiere a un tema doblemente importante: es 
trascendente a escala internacional -involucra a muchos países- y también para nosotros 
porque, como ha sido reiteradamente expresado, y es verdad, el Río de la Plata y sus 
alrededores conforman una zona de enorme concentración de naufragios y, por lo tanto, 
también de restos de naufragios, cuando uno mira esto en términos comparativos con 
otras partes del mundo. Por eso este no es un tema que esté sobre la mesa hoy; desde 
hace años está en discusión. 


Una de las razones por la que presentamos este acuerdo de la Unesco a 
ratificación, es porque nos parece que finalmente estamos maduros para tomar una 
decisión y para entender el punto. En ese sentido, fue muy alentador para nosotros que el 
Senado de la República lo votara por unanimidad; seguramente hace unos años no 
hubiera pasado eso. Creo que esto se debe a que hemos acumulado experiencia y 
aprendizajes a lo largo de estos años. 


Nuestras experiencias como país en esta materia no han sido buenas en lo 
económico. Siempre se tuvo la expectativa de que el Estado, actuando como socio de 
quienes hacían operaciones de rescate, se vería econonómicamente beneficiado y, en 
realidad, pasó lo contrario. El Estado terminó enredado en juicios de todo tipo y acabó 
pagando; en ese sentido, la experiencia no fue positiva. 


Además, pagamos costos en materia de reputación internacional -les sugiero 
consultar prensa europea de cada vez que ha habido episodios que tienen que ver con 
esto- y quedamos en una posición muy incómoda de país poco serio, poco respetuoso. 
Esto tiene que ver en parte con la mala reputación de alguna gente que se dedica a esta 
clase de actividades, pero también con algo que a veces perdemos de vista, pero los 
otros no: un barco hundido, un "pecio", como se dice técnicamente, además de ser una 
ruina y un objeto de valor arqueológico, es una tumba. Ahí están los restos de los 
tatarabuelos de alguien. Entonces, cuando los españoles hablan de los barcos hundidos 
que hay en la zona, cuando los ingleses hablan del Agamemnon, no lo hacen como se 
podría hablar de los restos de un templo griego. Se está hablando también de una tumba, 
y eso hace que en el mundo se haya desarrollado una serie de criterios acerca de cómo 
trabajar estos temas de manera respetuosa, cuidadosa. 
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Hay otro aspecto al que todavía no nos hemos enfrentado de una manera seria, 
pero va a pasar a la brevedad: manejar bien este tema exige mucho conocimiento 
especializado y tecnología. 


Existe un dato, que es un poco contraintuitivo, contra lo que uno imagina, y es que 
las cosas se conservan mejor abajo del agua que afuera. Eso se debe a que abajo del 
agua hay menos contacto con oxígeno y, cuando las piezas se sacan, de repente algunas 
que resistieron bastante bien doscientos, trescientos o cuatrocientos años, si no se hace 
una serie de procesos muy complejos desde el punto de vista técnico, se destruyen en 
muy poco tiempo. Aparte de ser una pérdida obvia, el país quedaría en muy malas 
condiciones si empezáramos a repetir esa clase de cosas. 


Lo último que nos pasa es que estamos poco armados jurídicamente frente a 
posibles episodios; algunos ya hemos tenido; el año pasado hubo uno bastante complejo, 
como es el del Agamemnon: buque insignia del almirante Nelson, la gran gloria de la 
Armada británica en toda su época. Al almirante Nelson el Agamemnon se lo podría 
haber hundido en cualquier mar del mundo, pero lo hizo frente a Punta del Este; es parte 
de los problemas que tenemos que manejar. El año pasado tuvimos un episodio de una 
delegación del Reino Unido que quiso bajar en condiciones que no eran técnicamente 
aceptables, sin un estudio técnico adecuado, sin los apoyos institucionales que 
normalmente se requieren para esta clase de cosas, y fue un tema complicado. Hubo que 
manejarlo con mucha firmeza de nuestra parte, y no hablo solo del Ministerio de 
Educación y Cultura, sino también del de Defensa y de Cancillería. Entonces, se les dijo 
"Si no cumplen con ciertas condiciones", que son las condiciones estándar que se exigen 
en el mundo para este tipo de situaciones, "no van a bajar". 


Fue un episodio que se prolongó durante algunas semanas, que tuvo sus 
complejidades, en buena medida porque no estábamos jurídicamente amparados con un 
instrumento que pudiera liquidar la discusión -digámoslo así-, rápidamente. 


Por todas esas razones entendemos que es un paso valioso para el país, en 
términos de sumarnos a la protección de un patrimonio arqueológico que está 
desparramado por todo el mundo, pero que aquí tiene una presencia muy fuerte y es 
valioso en sí mismo, por lo que es correcto ratificar este acuerdo, en parte por cuestiones 
de reputación internacional del país, y por prolongar una tradición de Uruguay de estar 
siempre del lado del derecho público internacional, de los acuerdos multilaterales. 


Hay un punto -quiero ser muy franco y muy directo y adelantarlo antes de ceder la 
palabra a los demás miembros de la delegación- que ha generado y genera 
preocupaciones legítimas al preguntarse: "¿Y no perdemos soberanía si hacemos esto?". 
Ese es un punto que nosotros estudiamos con mucho cuidado, antes de dar este paso y, 
de hecho, hay doctrina jurídica muy pesada y muy valiosa generada en Uruguay para 
decir: "No, no existe ese problema". Si nosotros entendiéramos que existe, no habríamos 
presentado esta solicitud de ratificación de esta convención al Parlamento. Entendemos 
que no lo hay. Reconocemos que es una preocupación totalmente legítima y genuina, y 
creemos que por eso es bueno encarar el tema, aclararlo, y tratar de mostrar nuestro 
punto de vista. 


Si me permite, señor presidente, cedería el uso de la palabra a los demás miembros 
de la delegación para que se explayen sobre estos aspectos. 


SEÑOR REY ASHFIELD (William).- Obviamente este es un tema muy importante; 
si no es el más grande de los temas que nos planteamos para esta administración 
-porque posiblemente haya alguno más que debamos traer al Parlamento-, sí es uno de 
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los asuntos que desde hace décadas preocupan, y mucho, a la Comisión del Patrimonio 
Cultural de la Nación. 


Lo primero que hay que plantearse, cuando uno está con un corpus de ideas que no 
son las comunes dentro del campo patrimonial, es que el patrimonio inmaterial constituyó 
toda una transformación conceptual de la idea de patrimonio. En ese sentido, fue muy 
importante que Uruguay compartiera la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial de la Unesco, porque eso le permitió resolver una parte importante de 
los problemas legales que nuestra ley del año 1972 no incluía. La aprobación de este tipo 
de convenciones, muchas veces, permite salvar problemas jurídicos que hoy tenemos, y 
que no podríamos resolver si no existiera este paraguas que nos facilita el trabajo. 


En el caso del patrimonio subacuático, se trata de uno de esos patrimonios donde el 
viejo discurso de la nación -que fue parte clave en la conformación de la idea de 
patrimonio del siglo XVIII, en nuestro siglo XIX, en tiempos de la República y, por 
supuesto, ni que hablar, a lo largo de todo el siglo XX-, es un concepto que debe liberarse 
de esa mirada extrema de vínculo de fuerza necesaria que debe tener con la nación. Por 
supuesto que está la nación, pero también hay otras naciones que están vinculadas a ese 
patrimonio. 


Entonces, más bien deberíamos verlo como un patrimonio en común con el origen 
del pecio, con la tragedia y con el momento histórico en que eso sucedió, y no tanto 
desde la apropiación o de la comprensión extremadamente local o nacional. 


Si nosotros analizamos la Ley de patrimonio N* 14.040, veremos que está muy 
pensada en el marco de ese discurso de la nación. El patrimonio subacuático nos coloca 
frente a otro tema. También es real que en el mundo es un campo sobre el cual la 
reflexión empezó tarde, con una participación -para la gestación de la Convención- muy 
alentada por Uruguay: se trabajó en la instancia de los talleres, desde lo técnico, con gran 
aliento hacia ella. 


Traje un documento que voy a dejar a la Comisión -me parece que el diputado Viera 
ya lo tiene; creo habérselo proporcionado- que tiene una muy buena exposición de quien 
fuera canciller de la República, el doctor Gros Espiell. Allí analiza las dos 
argumentaciones que Uruguay dio en aquella época para no adherir a la Convención y 
dice, de manera muy clara, que ni fueron argumentos muy sólidos, ni tampoco se 
entienden muy bien, hasta por la manera en que están redactados. 


Uruguay tiene un pobre marco jurídico; no me quiero meter mucho en la materia 
jurídica, porque para eso contamos con el asesoramiento del doctor Jorge Silveira. El 
propio doctor Gros Espiell dice que básicamente es el Código Civil, del año 1865, el que 
habla de hallazgo y de hallazgo debajo del mar, como si fuera en cualquier pedazo de 
campo del país. Es decir, que no hay ningún tipo de distinción. También se prevé la idea 
de la almoneda, o del remate público con lo cual ese bien, una vez extraído, se dispersa, 
que es lo peor que le puede pasar, porque estamos hablando de contextos arqueológicos 
que son verdaderos sistemas de información que, sin duda, aporta el material del pecio, 
los elementos que están dentro y, desde el punto de vista de la información, la presencia 
humana que todavía está allí. En cambio, cuando el trabajo está orientado hacia la 
búsqueda de tesoros, no hay ningún respeto por los restos humanos que están en el 
lugar; todo se trata como un elemento material; lo que tiene valor es lo que más se 
rescata; y todo lo que tiene que ver con los niveles de información, que es la parte más 
rica e interesante del pecio, se pierde. ¿Por qué? Porque evidentemente el interés es 
netamente comercial, económico. 
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Hemos perdido muchísima información con los trabajos de una serie de buzos, 
técnicos, interesados en el rescate de bienes, y realmente eso es una pérdida de 
patrimonio. En este caso, el patrimonio no es la materialidad; es la información. El eje de 
la cuestión es que no está en el bien, ni en su valor, sino en la información que esto nos 
da y, por supuesto, en la medida en que tengamos más tecnología, podremos filmar 
-estamos en aguas bastante turbulentas en el sentido de que no es lo mismo filmar acá 
que en el Caribe-, pero también podremos realizar rescates, realizar retiros, en la medida 
en que esa tecnología que ya existe, pero que es muy cara, pueda ser más barata y ese 
rescate pueda llevarse a cabo, siempre en el marco del conocimiento arqueológico y de 
toda la información que la arqueología requiere. 


Concluyendo, estamos ante una situación en la que los bienes obviamente tienen un 
valor económico pero ese valor, tal como decía el ministro, para el Estado ha sido más de 
pérdida que de ganancia. Por otro lado, desde mi punto de vista, se trata de bienes 
culturales; o sea que la riqueza mayor está en la conservación y, sobre todo, en la 
investigación, porque esa información que está acompañando estos restos, obviamente, 
es muy rica y tiene mucho para decirnos. 


También quiero recordar que cuando hablamos de restos humanos estamos 
haciendo referencia a aquellos que tienen que ver con la navegación, con los ejércitos, y 
con los esclavos. Debemos pensar que también hay barcos que se hundieron con 
población esclava. De hecho, uno de ellos es el Sea Horse. Imagínense lo que es el retiro 
de bienes pensando en el valor económico cuando, en realidad, asociado a ellos hay 
tanta presencia humana. 


Dejo por aquí. Me importaría que el doctor Jorge Silveira hiciera algunas reflexiones 
en torno, concretamente, a la dimensión jurídica. 


SEÑOR SILVEIRA (Jorge).- Gracias por recibirnmos. En este momento estoy 
ejerciendo la Vicepresidencia de la Comisión del Patrimonio pero, además -como quienes 
integran la delegación- fui testigo directo de todo esto, por mi rol de abogado, ya que 
trabajé durante muchísimos años como asesor jurídico de la Comisión de Patrimonio, y 
en ese proceso viví la elaboración de la Convención para la Protección del Patrimonio, 
trabajando con países de América Latina y el Caribe. En ese momento Uruguay tuvo un 
rol fundamental, que muchas veces no se conoce, primero, porque pasaron muchos años 
y, segundo, porque no era un hecho tan notorio, sino conocido por quienes estábamos en 
el tema. Nuestro país presidía en Unesco la comisión de los cincuenta y cinco países que 
apoyaban la Convención. Eso llevó a quienes vivíamos todo el proceso desde Uruguay a 
generar muchas expectativas y pensamos que dado ese rol el país iba a terminar 
ratificando el Convenio. Los otros países le dieron el rol de liderar, y ¿por qué eran 
cincuenta y cinco? Porque, como en todos los temas, los roles fueron distintos según los 
intereses o el abordaje que tenían acerca del tema. Había países, como el nuestro, 
depositarios de toda esta información, por hechos históricos, a los que les interesaba un 
abordaje de protección -no de apropiación, sino de protección-, mientras que otros tenían 
una lógica más de mercado y les interesaba un abordaje desde el punto de vista de 
empresa, es decir: buscar tesoros, venderlos y compartir riqueza. Entonces, esa posición 
en el tema explicó cuál fue la discusión interna que se vivió en Unesco, en París, en aquel 
momento. 


Por eso, hoy -tal como lo conversé con arqueólogos, inclusive con la arequeóloga 
Elianne Martínez, a quien se mencionó, que fue una batalladora desde la primera hora en 
este tema-, me da mucha alegría estar acá porque, al fin, en mi país el Poder Ejecutivo 
remitió este proyecto de ley para que sea analizado por los legisladores. El hecho de que 
de que Uruguay ponga este tema arriba de la mesa está muy bueno. 
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Yendo a la Convención podemos decir que nosotros trabajamos en este tema y es 
muy buena la exposición del doctor Gros Espiell -que figura en el material que se les 
entregó-, quien también fue un acérrimo defensor de que Uruguay ratificara la 
Convención, inclusive cuando había dejado de ser canciller. Además, él fue embajador en 
Unesco, en París, o sea que tenía amplia expertise. Quienes somos abogados sabemos 
que cuando estudiábamos en la Facultad y teníamos que estudiar Derecho Internacional 
debíamos leer sus libros, porque era un referente en la materia. Luego ocupó el cargo de 
canciller y, a su vez, estuvo en la Unesco. Cuando ya estaba jubilado lo fuimos a ver con 
los técnicos con los que nos movíamos en el tema y, obviamente, hizo una exposición 
brillante, en Colonia de Sacramento, que recogimos y está publicada en el material que 
les fue entregado. Allí él hace un análisis muy solvente de todos los aspectos que en 
aquel momento se argumentaban en cuanto a que Uruguay no debía recorrer el camino 
de la ratificación o adhesión. 


Voy a mencionar algunos temas, y quedo abierto, junto con el señor ministro y el 
arquitecto William Rey, a ahondar en los temas que a ustedes les puedan preocupar. 


Me permito refrescar cuál fue la gran arquitectura o los propósitos que llevaron a 
muchos países a empujar la Convención, ya que creo que eso explica el tema y puede 
empezar a dar respuesta a las dudas. 


En primer lugar, cuando hablamos de un patrimonio arqueológico subacuático nos 
referimos a patrimonio arqueológico. Que sea subacuático es un accidente, por el lugar 
físico en el que se encuentra, pero para la disciplina arqueológica tratar un patrimonio que 
está bajo agua o en otro lugar, como la muralla de Montevideo, es exactamente lo mismo. 
Lo único que cambia es la técnica de abordaje, por el medio en que se encuentra. No se 
puede distinguir el subacuático y pensar que no es un patrimonio arqueológico ni merece, 
desde el punto de vista cultural -como bien lo decía el arquitecto Rey-, la información que 
tiene. Lo primero es eso. 


Tan es así, que esta es la primera Convención -por lo menos que yo conozca- que 
hace obligatoria, en su articulado, la Carta de Sofía. Esta Carta es la norma internacional 
que toda la arqueología del mundo reconoce. ¿Por qué se llama "Sofía"? Porque fue 
acordada en la ciudad de Sofía por los grandes científicos de la arqueología. En la Carta 
de Sofía están los principios científicos que toda la disciplina arqueológica reconoce que 
deben abordarse frente a un patrimonio arqueológico. Esta Convención tuvo la fortaleza y 
claridad de no remitirla en un anexo, sino que es parte de su texto. Es decir que aquel 
país que adhiere a la Convención también adhiere a la aplicación de la Carta de Sofía en 
lo que hace al abordaje que se plantea. Este también es un pilar no menor. 


En segundo término -en la misma línea que plantearon quienes me precedieron-, 
este es un patrimonio de la humanidad. Es lógico que aquí empiecen los 
cuestionamientos debidos a que hay más de un país, y los hay porque este patrimonio 
hace a la historia de la humanidad. El hecho de que Uruguay tenga en sus costas buques 
españoles, portugueses, ingleses, u otros, es porque eso hace a una etapa de la historia 
de la humanidad. Cuando Europa salía a conquistar el mundo esa era su fuerza de 
avance. 


En ese sentido, Unesco hizo un proceso -creo que en ese sentido hay que ampliar la 
mirada- al considerar que esa historia no es de un país; es la historia de la humanidad. 
Cuando esos países estudian su historia analizan la etapa en la que iban a conquistar 
colonias -no estoy haciendo un juicio valorativo en cuanto a si eso está bien o mal; la 
historia es la historia-, y nosotros éramos los receptores. Entonces, a partir de que 
éramos receptores, ellos formaron parte de nuestra nacionalidad y de nuestra 
constitución como nación. Nosotros no podemos estudiar la historia de nuestro país sin 
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reconocer la presencia de los españoles, etcétera, teniendo en cuenta de dónde partían y 
a qué venían. Eso ya de por sí hoy, con una mirada mucho más atenta al presente, nos 
hermanó en la historia. Entonces, es lógico que se reivindique un abordaje común, 
porque esto forma parte de los dos países. 


Sobre esos pilares o conceptos se armó la Convención. Eso también explica qué 
países están más proclives a su adhesión y qué países no; aquellos que analizan su 
historia están más proclives a una adhesión. A partir de esas estructuras se constituye 
esta Convención. 


Como tendrán presente, uno de los grandes temas que se debatió muchísimo 
durante el proceso de elaboración fue, precisamente, el relativo a los derechos de 
soberanía. ¿Qué me obliga a mí como país? ¿Si yo adhiero estoy cediendo soberanía? 
¿Estoy renunciando para que el país del pabellón del buque tenga derechos directos y 
yo, como país que lo tengo en mis aguas jurisdiccionales, bajo mi soberanía, no tengo 
forma de oponerme? No, no es así. Y tanto no es así que incluso la Convención sobre 
Derecho del Mar, de la que Uruguay también es parte ratificante -que es anterior-, está 
expresamente reconocida en esta Convención que ustedes están considerando aprobar a 
través de este proyecto de ley, y en este se expresa que los derechos reconocidos a los 
países sobre la Convención del Mar deben interpretarse en forma armónica. Es decir que 
ningún país que adhiera a esta Convención puede desconocer las obligaciones que 
surjan de la Convención de Derechos del Mar. 


Como se sabe, la Convención de Derechos del Mar regula relaciones comerciales 
de todos los países sobre los derechos en las diversas plataformas económicas 
contiguas, archipiélagos, etcétera. Es decir que tiene una mirada más bien de explotación 
económica de los derechos que poseen los países sobre las riquezas que existen en sus 
aguas jurisdiccionales, etcétera. Esto es muy importante porque, como comprenderán, 
cuando se discutió, esa fue la primera barrera que levantaron los países, diciendo: "Si yo 
entro en este proceso, ¿qué pasa con los derechos económicos que tengo sobre las 
aguas?". El artículo 8% de esta Convención lo recoge a texto expreso, para que no haya 
dudas. Incluso dice hasta cómo debe interpretarse, porque establece que no se puede 
interpretar desconociendo los derechos de la Convención del Mar. Por tanto, no digo que 
le dé un rango superior, pero sí obliga a armonizar. Entonces, al final del camino, en esa 
armonización, el país no puede ceder o perder ningún derecho. Ese sería el primer 
concepto. 


Voy a referirme a otro concepto que para mí es más sustantivo y que está recogido 
en el artículo 7* de la Convención. 


Quiero aclarar que siempre estoy hablando de la posición del país que tiene un 
navío bajo su jurisdicción; por eso me refiero a soberanía. El país que tiene en sus aguas 
un sitio o un pecio arqueológico que puede compartir con Portugal, Inglaterra, España, o 
con el país del pabellón que sea, ¿no tiene ningún poder de frenar el pedido del país del 
pabellón? Sí, lo tiene, plenamente. Es más, se interviene el pecio siempre y cuando el 
país lo autorice. En este sentido, el artículo 7* expresa: "En el ejercicio de su soberanía," 
-se hace una declaración- "los Estados Partes tienen el derecho exclusivo de reglamentar 
y autorizar las actividades dirigidas [...]". Es decir que si el país que tiene en sus aguas 
un pecio no autoriza, no se puede entrar; como todos sabemos, autorizar implica un acto 
previo de remoción para que otro intervenga; si no hay autorización no hay intervención. 
Entonces, esta Convención reafirma la soberanía de los países, porque reitero que era 
obvio que estos problemas se iban a plantear: si los países no tenían garantías nadie iba 
a querer entrar en este tema. Lo que pasa es que una vez reafirmada la soberanía viene 
la segunda parte y dice: "Bueno, pero en caso de que el país que tenga ese bien quiera 
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intervenirlo" -ahí sí le pone obligaciones correctas- "debe notificar al país del pabellón con 
notorias vinculaciones culturales en el pecio si quiere participar". Entonces, después la 
Convención hace la cooperación. 


Por ejemplo, si una vez que esté ratificado el Convenio Uruguay decide actuar lo 
debe hacer a través de un equipo científico, porque ese es otro aspecto muy bueno de 
esta Convención, ya que únicamente habilita, por la Carta de Sofía, intervenciones 
científicas y no comerciales; está expresamente prohibido el reparto comercial o la 
intervención comercial en estos pecios. Generalmente, a nivel mundial estas 
investigaciones las hacen las universidades, que incluso cooperan científicamente entre 
ellas para realizar el abordaje, buscando la información cultural, como decía el arquitecto 
Rey. Entonces, si Uruguay decide intervenir en el Sea Horse, en el Agamemnon, o en 
cualquier navío, debe notificar al país de origen si quiere ser parte de la intervención 
cultural. De esa manera, se le reconoce el derecho, y ahí sí vamos a la historia 
compartida, porque ese buque forma parte de su historia. 


Quisiera reafirmar que quien autoriza si se hace o no la intervención es el país que 
tiene en sus aguas jurisdiccionales el pecio arqueológico, y no está obligado a 
fundamentar por qué no autoriza. Obviamente, en el ámbito de relaciones internacionales 
se hará la fundamentación, llegado el caso, pero en principio el acto de autorización 
implica ese primer movimiento. Y una vez que dice: "Lo voy a hacer", ahí sí nace la 
obligación de notificar al país, por si se quiere sumar a la investigación. 


Además, habrán visto que incluso puede haber más de un país en la investigación 
porque, precisamente, el comercio de aquella época podía involucrar a más de uno en 
toda la expedición. Entonces, allí se va a la figura del Estado coordinador: entre los 
países se ponen de acuerdo en cuanto a cuál de los Estados que son parte de ese 
vínculo cultural va a coordinar toda la intervención técnica, científica o arqueológica. 


Estos serían los criterios sustantivos. 


Para terminar -luego quedaré a disposición de lo que quieran consultar-, quiero 
mencionar que las grandes ventajas para el Uruguay al suscribir esta Convención son, 
primero, la cooperación. Hoy por hoy, un pecio requiere de mucha tecnología para su 
abordaje, y no tenemos materiales, como los que se pueden utilizar en el caso de un 
patrimonio que está en tierra, en el cual se puede hacer una simple excavación. Los 
pecios están en el agua, con todo lo que ello implica, inclusive desde el punto de vista de 
la seguridad humana y -como decían quienes me precedieron- de la conservación, 
porque una vez cambiado el medio donde se encuentra el bien cambian las condiciones 
químicas y el ambiente y se produce deterioro. Entonces, es necesario actuar en forma 
responsable, y creo que el país ha actuado muy bien a lo largo de todos estos años al no 
meterse en emprendimientos para los cuales no tenía la infraestructura tecnológica 
adecuada para la conservación, porque ahí la responsabilidad científica es con el mundo, 
ya que cuando uno tiene que abordar esto debe tener los medios tecnológicos y, sobre 
todo, de conservación. Además, esto es carísimo, y las autoridades del momento deberán 
evaluar cuáles son los emprendimientos en los que vale la pena meterse. Ya hay 
experiencias incluso de Suiza, que destruyó el Vasa -tal vez algunos hayan tenido la 
oportunidad de verlo-, porque es carísimo sostener un barco en tierra; por más atractivo 
que pueda parecer turísticamente, al Estado que lo saca le implica millones de dólares, si 
quiere hacerlo bien; también se puede sacar y dejar que se rompa y se venga abajo. 


Entonces, también hay que hacer esa valoración considerando el costo- beneficio y 
la racionalidad en cuanto a dónde poner los recursos. 


STE 


Además, a través de la tecnología se pueden hacer reproducciones muy buenas. 
Hay una experiencia muy interesante realizada por República Dominicana y España, en 
la que abordaron técnicamente juntos, en el marco de la cooperación -porque República 
Dominicana es país ratificante de esta Convención-, el pecio Nuestra Señora de 
Guadalupe, que estaba en las orillas de República Dominicana y actualmente está en su 
Museo de las Atarazanas Reales, y sacaron aquellos bienes que eran medianamente 
razonables de conservar. Me refiero a razonables desde el punto de vista económico y de 
la tecnología. Actualmente, se puede visitar el Museo de las Atarazanas, pero también 
hay un museo itinerante, y es fruto del acuerdo entre los países. Cada tanto España lleva 
una muestra itinerante de ese museo, la exhibe en sus museos de España y la devuelve 
a República Dominicana. Ese es un ejemplo de historia compartida de dos países -por las 
razones económicas que ustedes conocen- que abordaron en forma conjunta ese 
patrimonio, porque esa sí es una obligación de la Convención: una vez que se aborda un 
patrimonio se debe hacer con disciplina científica, asegurando la conservación de lo que 
se va a sacar y, si no, se debe respetar la Carta de Sofía, cuyo principio general es in 
situ. En cuanto al patrimonio arqueológico la regla general establece que si no hay 
garantías debe permanecer en el lugar en el cual está. Por eso nosotros hoy, después de 
muchos años, podemos decir que Uruguay todavía tiene pecios arqueológicos bajo agua, 
debido a que responsablemente no los tocó porque no tenía los medios para tratarlos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Para cerrar solo quiero hacer 
dos comentarios. 


El primero es complementario de la exposición que acaba de hacer el doctor 
Silveira. Si ustedes leen con atención el texto observarán que extremadamente cuidadoso 
en el sentido de no invadir la soberanía de los Estados. La razón es que si lo hacía iban a 
estar todos en contra. 


Voy a citar solo algunos ejemplos. El artículo 6* expresa: "Se alentará a los Estados 
Partes a celebrar acuerdos bilaterales, regionales u otros acuerdos multilaterales [...]". No 
hay ninguna absolutamente obligación. Como política general establece que "se 
alentará". 


El numeral 1 del artículo 7*, que mencionó el doctor Silveira, establece que: "En el 
ejercicio de su soberanía, los Estados Partes tienen el derecho exclusivo de reglamentar 
y autorizar las actividades dirigidas al patrimonio cultural subacuático [...]". En este 
sentido, quisiera insistir en un punto y es que esto nos da mucho poder de negociación, 
porque en el marco de esta Convención somos nosotros los que decidimos si los ingleses 
pueden o no bajar a tratar de fotografiar o rescatar algo del Agamemnon, o si los 
españoles pueden hacer otra cosa. Y esa autorización puede tener contrapartes. 
Nosotros podemos decir: "Los autorizamos siempre y cuando ustedes traigan la 
tecnología que nosotros no tenemos, y hasta pongan el financiamiento tampoco tenemos, 
para lograr preservar las cosas de la manera que hay que hacerlo". El que queda en 
posición de fuerza es el país en cuyo mar territorial está el pecio. 


Las obligaciones que asumimos son muy leves. Por ejemplo, el artículo 9* expresa: 
"Un Estado Parte notificará al Director General los descubrimientos o actividades [...]". 
Solo se trata de notificar. ¿Para qué? Para que si se hace algo mal, obviamente, ese 
Estado reciba alguna observación o crítica, pero eso ya pasa. Cuando esto se realiza en 
un país sin este acuerdo vigente, y se hacen las cosas mal -como pasó- salimos en la 
prensa mundial, se registra en la Unesco, y todo lo demás. Entonces esto, en realidad, es 
una manera de aportar garantías y criterios para manejar un fenómeno que ya ocurre, 
que es el impacto reputacional de las decisiones que tomamos. 
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Sí pueden intervenir otros Estados que lo que hacen es expresar formalmente su 
interés en ser consultados; expresan su interés en que las cosas que se hagan 
efectivamente aseguren la preservación del asunto. 


En este sentido, el numeral 2 del artículo 10 sostiene: "Un Estado Parte en cuya 
zona económica exclusiva o en cuya plataforma continental esté situado el patrimonio 
cultural subacuático tiene derecho a prohibir o a autorizar cualquier actividad dirigida a 
este patrimonio [...]". Esto quiere decir que el Estado que firma queda muy protegido. 


Además, efectivamente está esa figura de Estado coordinador cuando haya más de 
un país que exprese interés. Pero como dice el literal b) del numeral 3 del artículo 10, el 
Estado coordinador es aquel en cuya zona de soberanía está el pecio, por defecto. Si no 
quiere, avisa. Está hablando de cuál es el papel del Estado Parte y dice: "coordinará esas 
consultas como 'Estado Coordinador', a menos que declare expresamente que no desea 
hacerlo [...]". Si el Estado que tiene un pecio en su plataforma continental no quiere ser el 
coordinador tiene que decirlo y ahí se discute quién va a ser. Si no se dice nada, es el 
Estado coordinador. 


Con respecto al lenguaje también podemos mencionar lo que expresa el literal a) del 
numeral 5 del artículo 10, como una de las funciones del Estado coordinador que: "pondrá 
en práctica las medidas de protección que hayan sido acordadas [...]". Si uno no da su 
consentimiento no hay acuerdo. 


De modo que -este es un tema que a nosotros nos preocupó mucho y en ese 
sentido leímos con mucha atención el documento- según nuestra visión no hay ninguna 
cesión de soberanía. Al contrario, esto nos protege frente a cosas que pueden ser 
complicadas de manejar y nos pone en una zona de respetabilidad en esta materia. 


La segunda observación que quería hacer es que si no ratificamos esta Convención 
seguimos en la situación actual, que jurídicamente diría que es impresentable. La única 
norma legal que tenemos para manejar estas cosas es una que estuvo pensada para 
retirar chatarra del puerto de Montevideo, a la que después se le hizo algún recalafateo, 
por mantener una metáfora marítima. Reitero que la única base legal es una norma para 
retirar chatarra del puerto de Montevideo. Quiere decir que estamos muy desprovistos. 


Entonces, para nosotros esta es una combinación de un buen acuerdo que nos trae 
beneficios y consigue controlar algunos costos que ya estamos pagando, como los 
reputacionales, y nos saca de una situación de orfandad jurídica por la ausencia de 
instrumentos adecuados para manejar este tema delicado. 


Gracias por la atención. 


Quedamos dispuestos a contestar sus preguntas y consultas o escuchar 
comentarios. 


SEÑOR REPRESENTANTE VIERA DÍAZ (Nicolás).- La verdad es que agradezco 
profundamente esta comparecencia; ha sido muy enriquecedora. 


Me parece que este tipo de intercambios realmente aporta, más allá de que 
podamos tener matices o diferencias de visiones. Creo que en algo estamos de acuerdo, 
y es en preservar el patrimonio en general, aunque hoy estamos aquí reunidos por el 
subacuático. 


Quiero hacer algunas consideraciones respecto a las tres intervenciones. Primero 
quiero decir que yo tengo más concordancias que diferencias con lo que ustedes han 
planteado y creo que el señor ministro fue al grano en cuanto a las interrogantes que me 
genera este proyecto, que tienen que ver, pura y exclusivamente, con la soberanía. 
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Yo estaba esperando que se dijera -lo habíamos hablando con el arquitecto Rey; por 
suerte el doctor Silveira lo trasmitió- que uno de los principales escollos que tiene toda la 
situación, cuando hablamos de pecios, es que podemos pensar en la cantidad de dólares 
que nos parezca que tenemos en el fondo de los mares y ríos -siempre hay como un mito 
respecto a los millones y millones que puede haber, más allá de que no lo tenemos 
cuantificado-, pero hay algo que es real: sacar eso de allí abajo conlleva una 
responsabilidad como nación mucho más grande que dejarlo ahí. Entonces, eso también 
forma parte del intercambio y del debate, porque si no tenemos en valor esa situación no 
estamos analizando la complejidad del asunto. 


Yo quiero hacer aquí dos apreciaciones, porque no es la intención de la Comisión 
interpelar a la delegación ni entrar en debate, pero creo que también a veces restringimos 
la mirada sobre el tema y el patrimonio subacuático es mucho más amplio que lo que 
tiene que ver con un barco hundido. Se mencionó el ejemplo de la muralla de 
Montevideo, pero cada vez que se hace un trabajo de buzo se ve el barco, pero se busca 
información de muchos tipos. 


Yo estuve viendo -a raíz del estudio de este tema- cómo se produjo el análisis para 
encontrar el ARA San Juan, y allí quedó claramente determinado que la empresa que se 
encargó del trabajo hizo hasta un estudio de peces y de todo el universo que hay abajo 
del mar, más allá de buscar el barco. Esa es información que puede ser usada bien o 
mal, pero se recoge en base al patrimonio subacuático, que va mucho más allá de las 
monedas de oro que pueda haber en un cofre hundido. 


Por otra parte, concuerdo con la mirada amplia respecto a que hay que proteger el 
patrimonio cultural de la humanidad, pero creo que la sensibilidad que debemos tener en 
este tema, máxime cuando se trata de legislar, implica no relegar los derechos que el 
Uruguay tiene. 


Quisiera hacer algunas consultas puntuales; puedo entender si no tienen la 
información en este momento, pero podemos recibir las respuestas por escrito, a través 
de la secretaría. 


En primer lugar, me gustaría saber si Uruguay tiene, a través del MEC o de la 
Comisión del Patrimonio Cultural de la Nación, información estimada acerca de cuántos 
pecios existen en el fondo de nuestro mar territorial. No sé si existe esa información; de 
todas formas, sería interesante conocer aquella con la que se cuente. 


El ministro habló de doctrina jurídica en este tema. Ese material lo tenemos todos, 
pero si llega a existir algún otro informe del MEC o de la comisión del Patrimonio, sería 
bueno que pudiéramos contar con ello para nuestro trabajo. 


En cuanto a la posible aplicación de esta Convención, me interesa saber qué visión 
tiene el Ministerio sobre cómo aplicarla, y si eso requiere recursos extra. 


Ahora, brevemente quisiera hacer foco respecto a mis dudas sobre la soberanía. 


Yo también traje una nota de prensa, que en realidad es parte de un estudio mayor, 
de una periodista española, María Albert, del ABC, que tiene que ver con el galeón San 
José, que es un tema más que conocido por quienes están en estos asuntos. Allí se 
expresa textualmente: "[...] según recogió la Unesco en la convención de 2001 sobre la 
Protección del Patrimonio Cultural Subacuático, las embarcaciones o aeronaves de 
Estado pertenecen al país de su bandera, por lo que será necesario el permiso de las 
autoridades competentes para acercarse a ellos. Es el caso de los buques de guerra y 
otras naves operadas para propósitos no comerciales, que gozan de inmunidad 
soberana". 
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Esa visión que se expresa por parte de la mencionada periodista, quien investiga 
estos temas, de alguna manera despierta algunos temores, si bien el ministro y el 
abogado nos han hecho llegar su visión de tranquilidad. El ministro ha citado algunos 
artículos de esta Convención, y yo quiero continuar citándolos, porque me parece que la 
parte problemática, por lo menos la que me cuestiono, tiene que ver con los que siguen. 
Por ejemplo, el artículo 13, que habla sobre inmunidad soberana, expresa textualmente: 
"Los buques de guerra y otros buques gubernamentales o aeronaves militares que gocen 
de inmunidad soberana y sean utilizados con fines no comerciales, en el curso normal de 
sus operaciones, y que no participen en actividades dirigidas al patrimonio cultural 
subacuático no estarán obligados a comunicar descubrimientos de patrimonio cultural 
subacuático", en virtud de los artículos que ya mencionó el ministro. 


Ahí hay una cuestión que me preocupa, porque viene un buque de guerra español, 
se para en aguas jurisdiccionales, hace un hallazgo, y no está obligado a informar a 
nuestro país que encontró eso. Creo que ahí hay una cuestión clara de soberanía que es 
preocupante. 


Después, con respecto a las sanciones, en el numeral 1) del artículo 17 se dice: 
"Cada Estado Parte impondrá sanciones respecto de las infracciones de las medidas que 
haya adoptado para poner en práctica la presente Convención". Aquí no hay ninguna 
posibilidad de negociación; no se utiliza un lenguaje light, sino "impondrá", un verbo 
imperativo. 


Por su parte, el numeral 4) del artículo 18, "Incautación y disposición de patrimonio 
cultural subacuático", dice: "Un Estado Parte que haya incautado patrimonio cultural 
subacuático velará por darle una disposición acorde con el bien general, tomando en 
consideración los imperativos de conservación e investigación, la necesidad de reunir las 
colecciones dispersas, así como la necesidad del acceso, la exposición y educación 
públicos y los intereses de cualquier Estado que tenga un vínculo verificable, en especial 
de índole cultural, histórica o arqueológica con el patrimonio cultural subacuático de que 
se trate". 


Entonces, me preocupa cuando se habla de reunir colecciones dispersas, porque si 
el Estado de la bandera del barco es el que tiene la colección que quiere reunir, y yo 
encuentro un pedacito de esa colección como país, ¿dónde se reúne la colección? 


Por otro lado, habla de "vínculo verificable". Entonces, ahí hay cuestiones que no 
me terminan de cerrar. 


Lo mismo en cuanto al artículo 19 -que no voy a leer, pero es parte del análisis-, que 
refiere a "Cooperación y utilización compartida de la información". 


Como bien dijo el doctor Silveira, yo creo que la Carta de Sofía es la que 
reglamenta, en buena medida, lo que hace a la investigación arqueológica de estos 
temas, además de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, que 
nuestro país asumió como propia. Entonces, existe un marco legal y todo lo que dijo el 
ministro en su última intervención se puede hacer, sin necesidad de poner en riesgo la 
soberanía, tal como yo la concibo. Entonces, capaz que no falta un marco legal acorde. El 
arquitecto Rey fue muy claro con respecto a la ley a la que hizo mención; y existe el 
decreto del presidente Vázquez, relativo a los cazatesoros que, de alguna manera, frenó 
esa actividad. Por lo tanto, creo que hay un poco más para investigar en ese sentido. 


Finalmente, no podemos escapar a que nuestro país está procesando un debate 
político que lleva décadas. Este tema se inició en 2001, durante la presidencia del doctor 
Jorge Batlle, y él fue el principal opositor a que Uruguay asumiera como propia esta 
Convención. Lo hizo en función de un trabajo del entonces canciller Didier Opertti, junto 
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con la doctora Berta Feder; todavía no he podido acceder a ese informe, solo he leído 
fragmentos, pero lo necesitamos y lo vamos a buscar, porque creo que eso ha sido 
determinante para las decisiones posteriores que han tomado los demás gobiernos. No 
quiere decir que hoy el Uruguay, como dijo el ministro, no esté maduro para avanzar; creo 
que esto es parte de lo que estamos intercambiando. 


Me parece muy bien que los senadores hayan tomado la decisión que adoptaron 
pero, nosotros, como legisladores de la Cámara de Diputados, tenemos total autonomía 
para razonar sobre este tema. 


Espero -y es el compromiso como legislador de la oposición que soy, y mi bancada 
también lo ha asumido así- que en el correr de estos meses, antes de fin de año, 
podamos tener una definición respecto al tema. Después estarán las mayorías que se 
expresen, y con esto no estoy adelantando mi posición, porque hoy no la tengo. Estamos 
trabajando en función de cómo la formaremos. 


Me parece que estamos avanzando a muy buen ritmo, y la comparecencia de la 
delegación que nos visita ha sido determinante. Reitero que su aporte ha sido 
sumamente fructífero. 


Muchas gracias. 


SEÑOR REPRESENTANTE RADICCION! CURBELO (Javier).- La duda que 
tenemos todos es sobre la soberanía; concretamente, que esto no implique una pérdida 
de soberanía para el Uruguay. 


Yendo al articulado, lo que me genera dudas, o me hace ruido, es que dentro del 
artículo 12, en el punto 4, "El Estado Coordinador", el literal 7) dice: "Ningún Estado Parte 
emprenderá ni autorizará actividades dirigidas a un buque o aeronave de Estado en la 
Zona sin el consentimiento del Estado del pabellón". El ministro decía hoy que el Estado 
coordinador, en principio, sería el de la jurisdicción. Entonces, en cuanto a los hallazgos 
que existan en nuestra jurisdicción, ¿dependemos del consentimiento del Estado del 
pabellón? ¿Eso no implica, en cierta medida menoscabar la soberanía nacional en cuanto 
a lo que podemos hacer con los hallazgos? 


Esa es mi pregunta bien concreta. 


SEÑORA REPRESENTANTE NÚÑEZ SOLER (Nancy).- Quisiera agradecer la 
presencia de la delegación. 


Este es un tema que nos ha movilizado, si bien en un primer momento lo tomamos 
como al resto de los convenios que llegan a este ámbito. Por eso quiero agradecer al 
diputado Viera por habernos dado la oportunidad de escuchar a la delegación que nos 
visita; creo que hemos avanzado bastante en cuanto a algunas dudas que teníamos: ha 
sido muy esclarecedor lo que se ha manifestado. Seguramente, surgirán otras 
interrogantes que iremos evacuando a partir de la presencia de las delegaciones que 
comparecerán en la Comisión. 


SEÑOR REPRESENTANTE REYES (Diego).- Agradezco a la delegación por sus 
intervenciones: han sido de mucha importancia. 


Creo que ningún proyecto de ley enviado al Parlamento va con intenciones de 
pérdida de soberanía -sería como discutir la confianza- ; entiendo el proceso inicial que 
tuvo Uruguay en esta Convención de 2001, pero me preocupa la ausencia de Estados 
clave -tengo entendido que está en rigor desde 2009-, y muchos países de nuestra región 
no han adherido a ella. Quizás Uruguay, dando un impulso en este camino, puede 
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fomentar la adhesión de más países. Esta es una de las preocupaciones que me gustaría 
que se pusiera en consideración a la hora de aprobar este proyecto. 


Otro punto tiene que ver con la protección de los derechos de propiedad. Comparto 
que el patrimonio subacuático es patrimonio común de la humanidad, y que debe ser 
protegido, pero en algunos casos pueden surgir controversias, cuando se trata de 
naufragios que contienen cargamentos valiosos. En ese sentido, comparto las palabras 
del ministro en cuanto a la necesidad de contar con recursos para desarrollar estas 
tareas; como se dijo, además de los recursos financieros, se requiere recursos 
tecnológicos y humanos. Precisamente, creo que una de las debilidades de la 
Convención es la falta de implementación de recursos acordes para llevar a cabo esta 
tarea. 


Entiendo que el espíritu general de la Convención, su objetivo, es luchar contra los 
saqueos; y debemos estar unidos en esa lucha contra el comercio ilícito. 


En el anexo de esta convención de la Unesco, "Normas relativas a las actividades 
dirigidas al patrimonio cultural subacuático", se manifiesta: "Norma 2. La explotación 
comercial de patrimonio cultural subacuático que tenga por fin la realización de 
transacciones, la especulación o su dispersión irremediable es absolutamente 
incompatible con una protección y gestión correctas de ese patrimonio. El patrimonio 
cultural subacuático no deberá ser objeto de transacciones ni de operaciones de venta, 
compra o trueque como bien comercial". Después se habla de la necesidad de presentar 
proyectos y garantías. En este sentido, me gustaría saber si hay sobre la mesa proyectos 
a desarrollar en este sentido. 


Asimismo, pregunto si ustedes entienden que, además de esta Convención, 
debemos legislar para crear herramientas a fin de potenciar estos proyectos que se 
pueden llegar a generar. 


Se ha hablado de garantías para los proyectos. Quisiera saber qué se entiende por 
esas garantías para nuestro Estado. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Como se acerca la hora en la 
que, como anuncié, deberé retirarme, voy a hacer unos breves comentarios y luego 
dejaré en manos de los demás miembros de la delegación el desarrollo de varios puntos. 


En cuanto a quién firmó la Convención y quién no, al día de hoy existen 72 países 
del mundo que la firmaron, lo que representa un número algo para una convención 
internacional. Cuando uno mira quién firmó en el continente, verá que están Antigua y 
Barbuda, Argentina, Barbados, Bolivia -que es verdad que no tiene mar, pero sí tiene 
lagos con alto significado patrimonial-, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, 
Ecuador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Panamá, 
Paraguay, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas -hay varios que son del Caribe-, 
Trinidad y Tobago, etcétera. El país importante que falta es Brasil, lo que no es raro. Es 
una actitud frecuente que Brasil actúe como a veces lo hacen las grandes potencias que 
son las más resistentes a firmar ciertas cosas. 


Entonces, se trata de un acuerdo que se ha ido expandiendo. Los acuerdos tienen 
estas historias; nosotros las vivimos con otros que tienen que ver con lo educativo; ahora, 
en el estado actual de las cosas, es un acuerdo que tiene un sustento importante en la 
comunidad internacional. 


Respecto a algunas preocupaciones relativas a si hay o no cesión de soberanía, 
debo decir que el literal 7) del artículo 12 y el artículo 13 refieren, básicamente, a naves 
militares en operaciones militares. El literal 7) no habla de buques o aeronaves en 
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general, sino de "buque o aeronave de Estado", que es una definición que refiere a los 
que son de la Armada de un país, de la Fuerza Aérea, etcétera. 


Y el artículo 13 dice: "Los buques de guerra y otros buques gubernamentales o 
aeronaves militares que gocen de inmunidad soberana", que son esencialmente los 
militares, y luego manifiesta: "en el curso normal de sus operaciones" -es decir, si es un 
buque militar, está cumpliendo tareas militares- "y que no participen en actividades 
dirigidas al patrimonio cultural subacuático". Es decir que si un país quiere disfrazar las 
cosas y pone un buque de guerra a explorar un pecio, se le dice: "No, ahí no se aplica 
este artículo". La norma dice claramente que van a mantener su inmunidad soberana si 
no están participando en actividades dirigidas al patrimonio cultural subacuático. 


Esta es esa clase de artículos que a nadie le gusta, pero que son indispensables 
para que las grandes potencias se sumen, que permite que esos países digan: "Si estoy 
en guerra, y estoy desplegando una flota, no me vengan con asuntos de patrimonio 
cultural". Básicamente esa es la lógica de estos artículos; es una lógica antipática, que 
ciertamente a los uruguayos no nos gusta, pero que no afecta lo que nos importa, 
excepto que algún día -esperemos que nunca pase- haya una flota de guerra en 
operaciones en nuestro mar territorial. Es la única situación en la que estos artículos 
podrían tener alguna clase de pertinencia. 


El artículo 17 dice: "Cada Estado Parte impondrá sanciones" -se refiere a las que 
podemos aplicar nosotros; con este uso del lenguaje en el acuerdo se quiere decir que 
podemos hacerlo- "respecto de las infracciones de las medidas que haya adoptado para 
poner en práctica la presente Convención". Ahora, se pide que las acciones tengan 
ciertas características, casi todas a nuestro favor: que sean suficientemente severas y 
demás. 


Esto es algo que hoy tenemos muchas dificultades para hacerlo. Si hoy viene 
alguien de pesado y empieza a explorar un pecio, no disponemos de instrumental jurídico 
para aplicar sanciones que sean reconocidas por el resto de la comunidad internacional. 


En cuanto al numeral 4) del artículo 18, que también generaba alguna inquietud 
-digo esto, reconociendo totalmente el carácter genuino de esas inquietudes, porque 
nosotros también lo miramos con atención-, la lógica básica es: "Si usted se apropió de 
cierto patrimonio cultural subacuático -por ejemplo, porque alguien lo estaba sacando en 
condiciones irregulares-, cuídelo. Asuma el compromiso de cuidarlo para que no suceda 
que a usted se le estropee". 


Nosotros no vemos que ninguno de estos artículos ponga en cuestión nuestra 
soberanía. Es claro que los de carácter militar no, entre otras cosas, porque 
lamentablemente se aplica la fuerza de los hechos. Si viene una flota de un país más 
poderoso que el nuestro en operaciones militares, difícilmente tengamos la posibilidad de 
decirle: "No tire minas ahí, porque hay un pecio". Lamentablemente, nuestra posibilidad 
de hacer que eso se respete es muy baja. 


Podemos estar equivocados, pero según nuestra lectura, en las condiciones 
normales en las que funcionamos, y en referencia a la clase de problemas que hemos 
tenido, y que eventualmente podamos llegar a tener, realmente no hay normas que de 
algún modo nos aten las manos y quedemos sometidos a la voluntad de un país 
extranjero, que es algo que obviamente ningún uruguayo quiere y nosotros tampoco, 
como cualquier otro. 


Estas son algunas respuestas muy primarias acerca de estos puntos, dichas un 
poco en criollo. 
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Solicitaría, señor presidente, que conceda el uso de la palabra al arquitecto Rey y al 
doctor Silveira. Nuevamente me excuso porque, como dije, me espera otra comisión, así 
que deberé retirarme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia del señor ministro. 
(Se retira de sala el señor ministro de Educación y Cultura) 
———Cedemos el uso de la palabra al arquitecto Rey. 


SEÑOR REY ASHFIELD (William).- Me gustaría contar una pequeña anécdota 
sobre algo que sucedió hace muy poco tiempo -hace tres o cuatro años- y todavía tiene 
importantes efectos, cuando un grupo investigador norteamericano planteó haber 
descubierto una embarcación hundida, que identificó como el Cisne Negro. Estaba 
relativamente cercano a la costa de Cádiz, pero no en el mar territorial español. Este 
hecho fue muy importante porque los españoles, rápidamente se dieron cuenta de que no 
se trataba del Cisne Negro, sino de una embarcación llamada Nuestra Señora de las 
Mercedes. 


Esa embarcación tiene mucho que ver con nuestra historia, porque ahí viajaba 
Alvear, el héroe argentino, su padre, y también José de Bustamante y Guerra, nuestro 
gobernador, quien partía de Montevideo para terminar su gestión política y alcanzar las 
costas de España. El hecho culminó con que esta embarcación fue atacada por los 
ingleses, y llevaba un cargamento básicamente de plata, proveniente de Potosí. El barco 
se hundió, los ingleses se quedaron sin la plata y se llevaron presos a los que venían en 
las otras embarcaciones, quienes finalmente fueron liberados. 


El tema es interesante porque estos cazatesoros americanos -no eran ningunos 
investigadores- tenían las cosas muy claras en el sentido de que si explicaban de qué 
pecio real se trataba, corrían el riesgo de encontrar la oposición de España y, por lo tanto, 
también del núcleo duro que había firmado la Convención. Una vez demostrado que se 
trataba de un pecio distinto -un pecio español que había sido atacado, inclusive en 
tiempos sin declaratoria de guerra, por parte de Inglaterra-, finalmente España se pudo 
hacer del control de ese pecio y lo empezó a trabajar. Hizo toda una línea de 
investigación, tan interesante, que el año que viene estará girando primero por España, el 
segundo punto es Montevideo -porque de acá partió el barco-, luego se va a hacer en 
Buenos Aires, Santiago de Chile y termina en Potosí, que es de donde salió la plata, 
justamente. Inclusive, algunas piezas van a quedar en custodia del Uruguay, como 
quedarán otras en custodia de Potosí, porque se entiende que es una mercadería en 
tránsito; ya fue suficientemente estudiada, y como imagen de la pluralidad de historias 
vinculadas -la del Potosí, la de Chile, nuestra propia historia- se llega a ese acuerdo. Pero 
si España no hubiese tenido el respaldo de esta Convención, posiblemente le hubieran 
expoliado todos los bienes que estaban allí, por distintas razones: por una enorme 
capacidad de operación que tenía este equipo norteamericano, por el peso que 
normalmente Estados Unidos pone en estas cosas, etcétera. 


Este es un buen ejemplo en el que estaban vinculados inclusive temas de nuestra 
historia y expuestos al saqueo. 


En relación a algunas de las preguntas realizadas por el señor diputado Viera, no 
tengo todas las respuestas. Se preguntó cuántos pecios había. Hay una serie de 
permisos solicitados en el marco de la ley del año 75, pero no siempre lo solicitaban por 
un solo pecio. Entonces, podemos decir que se identificó una serie de embarcaciones 
hundidas, a partir de este interés privado, y podemos pensar que es mayor; de hecho, el 
Río de la Plata es un área bien rica en materia de embarcaciones hundidas, como lo es 
Cádiz, Cartagena o La Habana; quizás no tanto como las del Caribe. Algunas de las 
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embarcaciones que iban a España, y que partían del Perú -primero se hacía el traslado 
por tierra-, durante un tiempo salían por el Caribe, pero llegado determinado momento 
eso se hizo por el Estrecho de Magallanes y Montevideo se transformó en un área 
importante en este sentido, como última estación de salida. El Río de la Plata, sobre todo 
el Banco Inglés y el Banco Ortiz, fueron verdaderos escollos para la navegación, hasta 
que poco a poco la farola del Cerro, y bastante más tarde la farola de Isla de Flores, 
fueron mejorando los procesos de navegación. 


Ahora, no sabemos exactamente el número de pecios; lo que sí podemos pensar es 
que tenemos un área bastante rica en este sentido. 


Por otra parte, no podemos olvidar que la Convención hace referencia a los bienes 
que tienen más de cien años; eso lo dice explícitamente. Entonces, también es probable 
que de cien años hacia acá haya un número enorme de bienes encallados, hundidos, 
etcétera, lo que aumenta todavía más el número de barcos históricos que podría haber. 


Con relación a la bibliografía, hay muy poca nacional -algo ya lo hemos presentado-, 
pero sí hay rica bibliografía internacional. Hay un especialista, el doctor Mariano Aznar, 
quien es un entusiasta de la Convención y lo hemos traído al país en este proceso de 
convencimiento nuestro. Estuvo en diciembre del año pasado; ya ha estado en otras 
oportunidades -creo que puede ser un buen referente-, y nos ha dicho que está al servicio 
para cualquier consulta. Realmente lo recomendamos mucho porque es una personalidad 
a nivel mundial. 


Con relación a los recursos hoy estamos mucho mejor que en tiempos de la llamada 
Operación Loreto, o de aquellas operaciones que se hicieron muy cerca de la costa de 
Montevideo, porque la Universidad de la República ya ha comenzado a trabajar bastante 
en esta materia. Ha incorporado un técnico brasileño con muy buena formación y eso 
también nos pone en otro lugar. ¿Por qué? Porque en el caso de que tengamos que 
llevar adelante una investigación -de hecho estamos hablando con la Universidad de 
Southampton acerca de la posibilidad de desarrollar una investigación- tenemos una 
contraparte local; no estamos tan huérfanos como hace veinticinco años. Eso es muy 
bueno porque si hubiese un intento de espolio disfrazado de investigación tendríamos 
actores nuevos en el sitio. De todos modos, veo muy difícil que se dé un intento de 
espolio disfrazado de investigación, pero podría darse. Sin duda, esto nos pone en otro 
lugar comparando con experiencias anteriores, en las que el control era fuera de agua y 
no podíamos estar tan seguros como ahora. 


Por otra parte, se planteó lo relativo a la cuestión de legislar. Yo diría que hoy el 
primer paso que podríamos dar es la aprobación de esta Convención, pero es probable 
que debamos seguir legislando. No creo que el tema se agote en esto, primero, por lo 
que dijimos en cuanto a los cien años, ya que la Convención no cubre lo que haya estado 
bajo agua un plazo menor. El propio Gros Espiell dice en su informe que es probable que 
después de la aprobación de la Convención igualmente haya que ir pensando en una 
legislación más específica. Quizás, una nueva ley de patrimonio pueda involucrar nuevos 
aspectos en vínculo con la cuestión del patrimonio subacuático. Yo creo que es así; me 
parece apropiado, pero es real que la Convención nos estaría aportando un paraguas que 
hoy no tenemos; estamos muy huérfanos en ese sentido y también en cuanto a posibles 
acciones exteriores. 


Quisiera que pudiera hacer uso de la palabra nuevamente el doctor Jorge Silveira, 
porque las preguntas ameritarían algunas consideraciones específicas en materia 
jurídica. 

SEÑOR SILVEIRA (Jorge).- Trataré de contestar las preguntas. 
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Primero quisiera hacer una precisión: Uruguay no votó en contra, sino que se 
abstuvo. Cuando el tema se trató en el pleno de Unesco Uruguay se abstuvo por orden 
del país. Las razones las habrá manejado el Poder Ejecutivo del momento, pero reitero 
que no votó en contra, sino que se abstuvo, pese a haber liderado el grupo de los 
cincuenta y cinco; llegado el momento de votar se dieron esas instrucciones. Quienes 
trabajaban allí eran parte del personal de Cancillería -no eran técnicos privados- y 
recibieron las instrucciones del Uruguay. Pero ese es un tema que no me corresponde 
analizar y escapa a lo central. 


Quería dar mi visión sobre la consulta que hizo el diputado Radiccioni. Lo que pasa 
es que hay que entender la armonización de las normas. Hay un Estado coordinador 
cuando se hace un acuerdo entre los Estados para intervenir. Lo que el Estado 
coordinador no puede hacer es actuar sin avisar a aquel Estado con el que tenga vínculo, 
pero hay una actividad previa que implica decir: "Voy a hacer algo". Entonces, la 
Convención determina que si el Estado decide hacer algo en un acto de soberanía no 
puede actuar en forma clandestina. Esto tiene que ver con la consulta que hacía el 
diputado Radiccioni. No es que yo ceda soberanía, pero una vez que soy parte del marco 
jurídico me tengo que someter a las reglas. Si yo voy a intervenir porque decidí libre y 
soberanamente actuar en un buque de origen español, por ejemplo, y soy coordinador 
quiere decir que hay más de un Estado. Entonces, la Convención obliga a avisar al 
Estado que tenga un notorio vínculo cultural con el pecio que van a intervenir, que van a 
hacerlo, porque puede decidir sumarse o no. Esa es la obligación de informar. 


SEÑOR REPRESENTANTE VIERA DÍAZ (Nicolás).- Me interesa profundizar en 
esto. 


Yo entiendo que el diputado Radiccioni hizo alusión a este artículo -más allá de que 
es lógico lo que el doctor Silveira está informando en cuanto a que el Estado parte debe 
informar- porque establece que no se puede realizar ninguna actividad sin el 
consentimiento del Estado del pabellón del buque hundido. A pesar de que el señor 
ministro aclaró a qué buque se refería, creo que el asunto central es pedir el 
consentimiento del país de la bandera del buque hundido. 


SEÑOR SILVEIRA (Jorge).- Es así. Pero ese no es un acto de soberanía, porque 
ahí vamos a la historia compartida de la humanidad; por eso está dentro de este marco. 
Se trata de una historia compartida entre dos países. Entonces, lo que se dice es que si 
el país ratificante -porque el escenario es que hay un Estado coordinador que es 
ratificante- va a intervenir, al ser parte lo obliga el estatuto de la Convención. Por tanto, 
está obligado a notificar al Estado del pabellón. ¿Por qué? Porque el Estado del pabellón 
tiene un vínculo cultural notorio. Por eso es un patrimonio de la humanidad. Estos son 
ejemplos de patrimonio que no tienen frontera física; son patrimonios culturales en los 
que hay historia de la humanidad compartida. 


Pensemos en Colonia del Sacramento, por un minuto. La presencia portuguesa allí 
es innegable a nivel de edificaciones; la arquitectura es portuguesa. Cuando hablamos de 
patrimonio cultural a mí a veces me sirve mucho el ejercicio de verlo en todas las 
manifestaciones que existe, en distintos momentos. 


De esta manera, quería evacuar la duda planteada por el señor diputado Radiccioni: 
no se trata de un pedido de autorización, sino que esto se debe a que el Estado decidió 
intervenir, en un acto de soberanía. 


También quisiera referirme a una consideración que se hizo. Uruguay no tiene 
ningún estatuto jurídico para intervenir en esto hoy. El país tiene una orfandad jurídica 
total. El decreto del año 2006, en el cual participé junto con técnicos de otros ministerios 
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-estaban los abogados del Ministerio de Economía y Finanzas, por razones de Prefectura, 
y los abogados de Prefectura-, fue una solución de emergencia, a mi juicio muy sana, que 
tomó el Estado uruguayo en ese momento para encapsular el problema. Se dictó un 
decreto porque no había un tiempo material de elaborar una norma, pero el Poder 
Ejecutivo rápidamente dictó la medida de encapsular el problema. ¿Qué implica 
encapsularlo? Que se dejaran de recibir nuevas autorizaciones, porque quienes 
estábamos en el tema veíamos lo que hacían los permisarios al amparo de una norma 
que no fue hecha para esto, sino -como dijo el arquitecto Rey- para remover la chatarra y 
poder hacer dragados en el puerto de Montevideo. Después, se dictó la Ley N* 14.343, 
cuyo artículo 15 dice que en caso de que exista un valor histórico -es la única referencia 
que hay- será notificado. De ahí surgió el famoso Decreto N* 692, que reglamenta ese 
artículo. Eso es lo único que hay, pero se parte de la base de un contrato entre el privado 
y el Estado, obviamente autorizado por el Estado, tanto en la búsqueda como en el 
rescate. 


¿Y cuál es la experiencia con ese marco jurídico? Que el Estado no tenía cómo 
actuar. Como los contratos eran por dos años -por eso el decreto de 2006 fue una muy 
buena solución de emergencia, reitero, no de fondo- cuando estaba por vencer el plazo el 
preemisario decía: "Encontré otro". Entonces, obligaba a Prefectura, que trabajaba en 
patrimonio, a extender el plazo. Ese era un cuento de nunca acabar. Obviamente, al día 
de hoy no se sacó ninguno, se hizo un destrozo patrimonial, y ustedes recordarán los 
juicios en los que al Estado le tocó perder económicamente. 


Entonces, hoy el Estado no tiene herramientas jurídicas para defender ese 
patrimonio cultural, ni las ha tenido en toda su historia; no las tiene porque las leyes que 
mencionamos fueron pensadas para otra cosa y se forzó su aplicación a una temática 
para la cual no estaban pensadas. Por eso, el Estado tuvo debilidades y enfrentamientos 
jurídicos -que vivimos bastante de cerca- con los permisarios, cuyo interés era comercial. 


Además, esas intervenciones -esto se dio en todas las experiencias de Uruguay- no 
tenían respaldo económico atrás. Entonces, los preemisarios hacían las autorizaciones, 
se quedaban sin inversores, los expedientes se congelaban, y cuando estaba a punto de 
vencer el plazo decían: "Apareció uno. Encontré un plato", y entonces se presentaban. 
Eso lo vivimos y está todo documentado; no estoy diciendo cosas que no hayan pasado. 


Con esta Convención el Estado tiene un blindaje, porque pone el tema no solo a 
nivel nacional, sino internacional, donde debe ser. 


Por otra parte, quiero reiterar que hoy por hoy Uruguay -como decía el arquitecto 
Rey- está en otra posición desde el punto de vista científico. El programa CURE, de la 
Universidad de la República, que existe en Maldonado -anteriormente no existía- tiene las 
competencias técnicas y el equipamiento necesario para hacer un abordaje compartido 
con otras universidades internacionales. ¿Por qué? Porque hay una norma internacional 
que establece que en este tipo de investigaciones científicas las universidades -por 
norma ética- invitan a la universidad nacional del país en el que se va a hacer la 
intervención. Ninguna universidad extranjera interviene en un país si no hace un convenio 
de cooperación científica con la universidad nacional. Esa es una práctica que se usa 
mucho a nivel internacional. Hoy por hoy, Uruguay tiene un posicionamiento de 
interlocutores técnicos que hace muchos años no tenía en esta materia. 


Por eso reitero que la Convención, en mi opinión, está suficientemente resguardada, 
porque no se hace nada sin que el Estado uruguayo lo diga. Es más, el Estado uruguayo 
puede decir: "No quiero hacer nada", y salvo por la fuerza o manu militare-, ningún buque 
podría entrar al país. 
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Con respecto a los pecios no se sabe exactamente cuántos hay porque para ello 
habría que hacer una investigación seria, que resultaría muy complicada, muy costosa y 
requeriría mucha tecnología, porque debe hacerse en el fondo del mar; no se hace a 
simple vista. Por lo tanto, implicaría una inversión impresionante. Eso sería lo necesario 
para poder decir con seriedad: "Tenemos tantos buques". Hay estimaciones pero, 
además, desde la disciplina científica esa información no se quería ni explorar, porque 
generaba más solicitudes. Si el propio Estado, en su posición débil desde el punto de 
vista jurídico y de los recursos de aquel entonces, generaba información, también 
generaba pedidos. Por tanto, esa era una información en la que la Academia no quería 
trabajar. 


SEÑOR REY ASHFIELD (William).- Brevemente, quisiera reforzar el tema del 
patrimonio mundial. Nosotros tenemos tres bienes materiales que forman parte de la lista 
del patrimonio mundial. Dos de esos bienes tienen una conexión muy fuerte con el agua. 
Me refiero a Fray Bentos y Colonia. En Colonia nació todo este proceso, porque es un 
verdadero reservorio de embarcaciones hundidas y, obviamente, eso fue parte del interés 
y también del lugar de elección para los trabajos que Uruguay llevó adelante 
oportunamente en favor de la Convención. Pero diría que todavía tenemos un debe 
importante. A mí me tocó hacer el dossier técnico para declarar Fray Bentos como 
patrimonio de la humanidad y recuerdo que no me quería meter mucho con el tema del 
agua, porque no teníamos la Convención, y podía ser un objeto de invalidación general 
que se dijera: "Gran parte de lo que argumentan está en el agua, y no han aceptado la 
Convención de 2001". Entonces, fuimos muy cuidadosos en la manera de redactar todos 
los componentes del patrimonio subacuático, pero sin duda que hay una riqueza enorme 
tanto en Fray Bentos como en Colonia, por lo que se debería complementar mejor el 
trabajo que tenemos en tierra, por llamarlo de alguna manera. Para eso necesitamos 
también hacer asociaciones de investigación con universidades con más poder 
económico; en Europa hay muchas, así como también en Estados Unidos, y es posible 
hacerlas. La Convención es clave para esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho la comparecencia. La verdad es 
que fue muy rica e interesante toda la información que nos han dejado. La Comisión 
seguirá trabajando en el tema. 


Muchas gracias por asistir. 
No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


